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NOTIFICACIÓN, REQUISITO EN ACTOS ADMINISTRATIVOS PARA, 

RECONOCIMIENTO PENSIONAL DE DOCENTES EN COLOMBIA 

DEISSY LORENA PRECIADO SIERRA1 

Universidad Militar Nueva Granada 
 

RESUMEN 

El presente ensayo tiene el propósito de explicar el fenómeno de notificación de los 

Actos Administrativos de carácter particular que conceden pensiones a Docentes 

en Colombia, y su estrecha relación con la mala praxis al momento de realizar 

dichas notificaciones, repercutiendo así, en la validez y eficacia de los mismos. Para 

ello, iniciaremos con una definición genérica de Acto Administrativo, donde se 

desarrollan las características particulares del mismo. Se estudiará la norma frente 

a la notificación de los Actos, su eficacia y validez para nacer a la vida jurídica, y por 

último, se concluirá la determinación real que tienen los Actos Administrativos tanto 

en Colombia como en diferentes sectores latinoamericanos.  

Palabras Clave: Acto Administrativo, pensión, notificación, validez, eficacia. 

ABSTRACT 

This paper aims to explain the phenomenon of notification of administrative acts of 

particular character that grant pensions to teachers in Colombia , and its close 

relationship with malpractice when making such notifications , and repercussions on 

the validity and effectiveness thereof. To do this, we start with a generic definition of 

Administrative Act, where the particular features of it are developed. The standard 

will be studied against the notification of the acts, their effectiveness and validity to 

                                                           
1 Abogada de la Universidad Libre de Colombia, presentado para optar por el título como especialista en 
Derecho Administrativo de la Facultad de Derecho de la Universidad Militar Nueva Granada. 
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be born to the legal life, and finally, the actual determination with administrative acts 

in Colombia and in different Latin American sectors will be completed. 

Key Words: Administrative Act, pension, reporting, validity, effectiveness. 

INTRODUCCIÓN 

Colombia es un país que tiene regímenes especiales para la pensión de jubilación 

o pensión por vejez, conferidos por la legislación nacional a un tipo de población 

determinada, concediendo beneficios a personas que por su calidad laboral pueden 

llegar a adquirir este derecho, es el caso de las Fuerzas Militares de Colombia, el 

Senado de la República, y los Docentes. En el caso particular de este magisterio, 

los Docentes que han laborado durante 20 años o 7.200 días prestando sus 

servicios a la Docencia y adscritos al Ministerio de Educación Nacional en los 

diferentes entes territoriales, con una edad de 55 años adquieren un status de 

pensionados. Según la Ley 91 de 19892, Ley 33 de 19853, Decreto 224 de 19724 y 

la Ley 100 de 19935. Es de resaltar, que con la Ley 812 de 20036 la pensión de vejez 

cambia sus criterios y reglamenta que los Docentes con 57 años de edad sin 

importar si es hombre o mujer, teniendo un mínimo de semanas cotizadas y sin 

pasar por alto el año en el que se pensionan, comienzan a ser acreedores de este 

tipo de derecho. Es así, como se logra obtener la pensión de vejez. 

En este orden de ideas, diariamente se originan un sin número de actos 

administrativos que conceden el derecho a una pensión vitalicia a estos 

trabajadores, dichas actuaciones administrativas son expedidas por el ente 

nominador al que pertenecen y son supervisadas directamente por el Ministerio de 

                                                           
2 Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
3 Por la cual se dictan algunas medidas en relación con las Cajas de Previsión y con las prestaciones sociales 
para el Sector Público. 
4 Por el cual se dictan normas relacionadas con el ramo docente. 
5 Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan otras disposiciones. 
6 Por la cual se aprueba el Plan Nacional de Desarrollo 2003-2006, hacia un Estado comunitario. 
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Educación. Seguidamente, son presentadas mediante un visto bueno que es 

ingresado por Entidades que supervisan la actuación administrativa para este caso. 

Sin embargo, así como las Resoluciones nacen diariamente, de igual manera nacen 

demandas por parte de los docentes a los que se les ha violado el debido proceso7, 

por la indebida notificación de este tipo de actos que dan fin a la actuación 

administrativa, y con ello, impiden que se produzcan de manera temporánea los 

recursos correspondientes en sede administrativa de manera adecuada por parte 

del interesado, en dicho acto, si el caso así lo demandase. Por otro lado, existen las 

actuaciones administrativas a las cuales los docentes son notificados y solicitan 

recursos para que dichos actos sean aclarados modificados o revocados total o 

parcialmente, sin embargo es preocupante y alarmante el nivel de casos en los que 

los docentes o sus familiares no son notificados de los actos que recurrieron o en 

los que procedió la aclaración, modificación o revocación total o parcial. 

Cabe resaltar, igualmente, que son innumerables los casos diarios en los que se 

han vulnerado derechos, donde la falta o indebida notificación afecta derechos de 

personas que tendrían que estar protegidas por un Estado Social de Derecho como 

es el caso Colombiano, donde los servidores públicos no solo por el 

desconocimiento e impericia, tienen la idea de que el ciudadano interesado en las 

actuaciones administrativas, es la persona encargada de buscar a ese servidor 

público que expidió el acto administrativo, a fin, de ser notificado de la decisión que 

le afecta directamente. Con lo cual, se materializa una indebida notificación dejando 

en entre dicho, la garantía del debido proceso a ese administrado que no fue 

notificado en debida forma. 

Es así, como se produce un gran problema para los Docentes que están buscando 

ser beneficiados por la pensión, y es con esto, que se entra a cuestionar ¿cuál es 

                                                           
7 (…)La Corte Constitucional ha definido este derecho, como el conjunto de garantías previstas en el 
ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación 
judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta 
de la justicia (…). Para más información ver: Sentencia C – 083 de 2015. 
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el efecto que ejerce la indebida notificación sobre la plena materialización de los 

actos administrativos mediante los cuales se reconoce la pensión a los Docentes? 

METODOLOGÍA 

Para el estudio en mención, se adoptó una metodología de investigación cualitativa8 

y descriptiva9, que se llevó por medio de recolección de información, analizando y 

organizando todos los documentos jurídicos, teóricos recaudados, estudios de tesis 

acerca de los actos administrativos en Colombia para encontrar la fundamentación 

necesaria que permitiera un análisis adecuado del material y llegar, a las 

conclusiones planteadas. Así mismo, fueron tomadas en cuenta las posturas de la 

Corte Constitucional y el Consejo de Estado en Colombia, frente a casos que 

necesariamente involucran la indebida notificación o la inexistencia de la misma, y 

que dieron paso, a la vulneración de derechos constitucionales como es el del 

debido proceso. 

I. APROXIMACIÓN PRELIMINAR AL OBJETO DE ESTUDIO  

Es indispensable reconocer que gran parte de la interacción que tienen las personas 

en una sociedad se presente con el Estado, pues al vivir en un ordenamiento jurídico 

dirigido por la Administración se tienen que someter a las directrices plantadas por 

este, con el fin de mantener el pacto social mediante el cual, se creó dicho Estado 

como garante del libre desarrollo de esas personas, de esta manera, se necesita 

tener plena comunicación entre la Administración y los administrados, para lograr 

mantener ese tipo de relación. Por lo mismo, se materializa, con los actos 

                                                           
8 (…) La frase metodología cualitativa se refiere en su más amplio sentido a la investigación que produce datos 
descriptivos (…). Para más información consulte en: http://www.terras.edu.ar/aula/cursos/10/biblio/10TAYLOR-
S-J-BOGDAN-R-Metodologia-cualitativa.pdf. 
9 (…) Es el método descriptivo el que se utiliza para recoger, organizar, resumir, presentar, analizar, generalizar 
los resultados de las investigaciones (…). Para más información consulte: 
http://catarina.udlap.mx/u_dl_a/tales/documentos/lhr/victoria_a_a/capitulo3.pdf. 



7 

 

Administrativos como expresiones de la voluntad de ese Estado, estos Actos 

Administrativos tienen su origen en:  

La Revolución Francesa donde el Directorio lo Asoció al Gobierno y a sus agentes 

inmediatos es decir, que debía entenderse por operaciones de los cuerpos y actos 

administrativos todas las que se producen dentro de las órdenes del Gobierno por 

sus agentes inmediatos (Berrocal, 2009, p. 29)10. 

Este acto nace con la Revolución Francesa, dado que es gracias a esta, que se 

empieza a consolidar el concepto de un Estado de Derecho, donde nacen nuevos 

deberes al Estado y se reafirma la relación de éste con los particulares, 

promoviéndose así, la creación y desarrollo de una nueva rama del derecho 

encargada de estudiar la relación de este nuevo Estado con los particulares, 

configurándose el desarrollo del Derecho Administrativo como un derecho 

autónomo (Berrocal 2009 p. 66), y cuyo objeto central de estudio es, el acto 

administrativo, principal manifestación de la administración. Por lo cual, se reafirma 

en el entendido que: 

La existencia de un acto jurídico con especificaciones tales que lo hicieran objeto de 

un tratamiento normativo, jurisdiccional y doctrinario propio, bajo la denominación 

del acto administrativo, solo fue posible gracias al desarrollo del derecho 

administrativo, y ello como consecuencia del reconocimiento que se le dio a la 

Administración Pública como parte del Estado, dotada de autonomía y personalidad 

jurídica propia (Haurio, 1988, p. 17). 

Los autores elevan la importancia de los actos administrativos, no solo a un 

formalismo legal, pues se puede entre ver que es la manera como el Estado 

ejerce su función y trasciende a través del acto administrativo con decisiones 

que crean o extinguen derechos o nuevas situaciones jurídicas para un individuo 

sino que también, y para el caso concreto, la Ley 33 de 1985, es la que le da 

                                                           
10En Colombia la Ley 4 de 1913, Código de Régimen Político y Municipal, y la Ley 130 de 1913, en donde se 
indica que la jurisdicción contenciosa administrativa tiene por objeto la revisión de los actos de las corporaciones 
o empleados administrativos, Código Contencioso Administrativo de 1941, Ley 167, articulo 62 que ante la 
mencionada jurisdicción se podía acusar de los actos de gobierno; En consonancia el Consejo de Estado 
sostenía que la Jurisdicción Contencioso Administrativa cobija los Actos de la Administración. 
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paso a las pensiones que se conceden a los Docentes en Colombia, y la cual, 

indica que siendo Docentes empleados al servicio público serán pensionados 

directamente con Actos Administrativos motivados. Estos son realizados por 

funcionarios de los entes territoriales a los que pertenecen, con uso de las 

funciones de descentralización realizadas por el Estado, para poder cumplir sus 

fines.  

Finalmente, lo que se busca con las definiciones anteriores de los antecedentes 

del acto administrativo es, contextualizar y dar soporte en el sentido que el Acto 

Administrativo no es una rueda suelta, por el contrario, es el pilar de toda la 

Actuación Administrativa. La cual, pretende llegar a cumplir los fines de un 

Estado, teniendo en cuanta, que el gobierno central asigne un funcionario o por 

aquellos que por descentralización de funciones lo hacen en nombre de la 

Administración. Es por eso, que deben ser éstos los primeros en salvaguardar 

los derechos de los administrados, pues el mal actuar de la administración por 

omisión puede llegar a que se violen derechos fundamentales, y con ello, traer 

consecuencias no solo a los particulares sino al Estado mismo en el sentido de 

pagar cuantiosas demandas administrativas de nulidad y restablecimiento del 

derecho por la mala praxis por parte de la administración y no verificación de la 

norma en cuanto a la debida notificación de una actuación administrativa. 

II. ACTO ADMINISTRATIVO11. 

El Acto Administrativo es un acto jurídico dado que es una manifestación de la 

voluntad que crea, transmite, modifica o extingue derechos y obligaciones (Calafell, 

1995, p. 121), pero, es proferido por la administración, buscando siempre el interés 

general. Aquí vale recordar que las decisiones de crear, extinguir o modificar o crear 

                                                           
11 (…)La Corte Constitucional en Sentencia T – 945 de 2009, para definir el acto administrativo toma como 
referente el concepto dado por el doctrinante Eduardo García Enterría en su libro Curso de Derecho 
Administrativo, la cual enuncia lo siguiente: “El acto administrativo, ha sido definido como ´La declaración de 
voluntad, de juicio, de conocimiento o de deseo realizada por la administración en ejercicio de una potestad 
administrativa distinta de la potestad reglamentaria´” (…). Ver más en: Corte Constitucional, Sentencia T – 945, 
2009. 
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derechos u obligaciones representan, desde luego, el más alto grado de ejercicio 

de un poder e implican el ejercicio de una facultad de la voluntad (Quadra-Salcedo, 

2012, p. 13). En conclusión, el acto administrativo es la manifestación por excelencia 

de la actuación administrativa y elemento que conforma conjuntamente con la 

sentencia y el acto normativo, la clásica trilogía de manifestaciones autoritarias 

atribuidas a los poderes del Estado (Ojeda, 2012, p. 166). 

En la práctica, la funcionalidad de estos actos se encuentra en el hecho de que el 

Estado para poder comunicarse con los particulares necesita, exclusivamente, los 

actos administrativos12, pues de esta manera está expresando la voluntad de una 

autoridad o de un particular en el ejercicio de funciones administrativas que 

modifiquen el ordenamiento jurídico, es decir, por sí misma crea, extingue o modifica 

una situación jurídica (Corte Constitucional, Sentencia C – 069, 1995) de carácter 

general o en muchos otros casos, en situaciones netamente particulares. 

Por ello resulta acertado manifestar, que toda actuación administrativa se 

materializa por medio de actos; los cuales, son proferidos por los servidores públicos 

quienes al momento de comunicarse o manifestar la voluntad del Estado no lo 

hacen, pensando a mutuo propio o a su libre albedrío, sino que siempre que 

profieren estas comunicaciones en pro del bien común de la nación. Así, todo acto 

administrativo debe tener una parte motiva y otra resolutiva, en donde la primera de 

estas se encarga de demostrar los razonamientos facticos y jurídicos, con los 

cuales, se indica el por qué esos funcionarios en representación del Estado 

decidieron realizar esa actuación administrativa, y la segunda de estas, establece 

cuál sería la decisión que la administración procedería a proclamar; con esta 

descripción se puede evidenciar que no es por capricho de la administración, crear 

actos con los cuales se traen diferentes efectos jurídicos sobre los administrados, 

                                                           
12 Consolidándose, como el modo de acción normal o tipo de la administración más utilizado en la práctica, y el 
más característico desde el punto de vista material (Rivero, 1984, p. 98). 
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antes bien siempre están enmarcadas estas actuaciones dentro de parámetros de 

legalidad. 

Tan es así, que el acto administrativo se convierte en una condición que legitima 

una actuación y que por medio de ésta, se crea o se extingue derechos. Con los 

cuales, no se podrá acceder a la jurisdicción contencioso administrativa sin antes 

que se produzca esta, por lo tanto se necesita, antes de todo, haber solicitado a la 

autoridad administrativa el reconocimiento de un derecho, que concederá o negará 

según las decisiones motivadas y a partir de allí, una vez agotado los recursos 

necesarios en sede administrativa, si se puede acudir a la justicia para defender 

aquellos intereses que de manera injustificada son vulnerados por el Estado. 

No es novedad que cuando se quiere afirmar que las nociones de acto 

administrativo son tan diversas y grandes como la clasificación que para éstos 

existe, sin embargo la regulación jurídica ha logrado junto con los criterios 

doctrinales, jurisprudenciales y unificación de conceptos darle forma a la ley y en 

sí, a lo que es el concepto como tal de un acto administrativo y aplicarlo de 

manera adecuada en Colombia, como toda declaración unilateral de voluntad de 

la administración, que produce efectos subjetivos” (Sayagues, 1963, p. 388)13.  

Se puede ver, que según todos los conceptos anteriormente indicados, el acto 

administrativo tiene su importancia en que la administración por medio de esta 

declaración, extingue derechos o hace que nazcan nuevas relaciones entre el 

Estado y las personas, y por tanto, el Estado está en la obligación de 

salvaguardar, no solo su decisión motivada sino a entregar una completa 

seguridad frente a la nueva relación que se está creando. Pues la finalidad, es 

ejecutar los cometidos del Estado satisfaciendo las necesidades públicas o 

                                                           
13La definición desde el punto de vista orgánico o formal mediante la cual se pronunció la Sala de Consulta y 
Servicio cuando para el concepto explico: Los actos son expresiones de voluntad de la administración con el 
objeto de generar efectos jurídicos (creación, extinción o modificación de situación jurídicas); corresponde a los 
actos propios de la administración (…) Los actos administrativos son en esencia los de los organismos 
administrativos por medio de los cuales se cumplen funciones públicas”. 
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individuales para el caso en estudio, con lo cual también constituye en algunos 

caso derechos a los particulares debido a que:  

Los derechos adquiridos encuentran especial protección, en figuras como la 

perentoriedad de términos, el silencio administrativo, el requisito de oír a los 

afectados antes de decidir, los recursos de la vía gubernativa, las restricciones 

especiales para la revocación de los actos administrativos que reconozcan 

derechos subjetivos, el acto administrativo surge así como como un instrumento 

para la realización de tales postulados, que por efecto de la Constitución del 91 

ha adquirido nuevos matices (Berrocal, 2009. p. 5). 

EL ACTO ADMINISTRATIVO EN OTRAS LEGISLACIONES  

México.  

Para el caso mexicano, se reglamentó que los elementos del acto administrativo 

según la Ley Federal del Procedimiento Administrativo14: 

CAPITULO PRIMERO. DEL ACTO ADMINISTRATIVO 

Artículo 3. Son elementos y requisitos del acto administrativo: 

I. Ser expedido por órgano competente, a través de servidor público, y en caso 
de que dicho órgano fuere colegiado, reúna las formalidades de la ley o decreto 
para emitirlo; 

II. Tener objeto que pueda ser materia del mismo; determinado o determinable; 
preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar, y previsto por la ley; 

III. Cumplir con la finalidad de interés público regulado por las normas en que 
se concreta, sin que puedan perseguirse otros fines distintos; 

IV. Hacer constar por escrito y con la firma autógrafa de la autoridad que lo 
expida, salvo en aquellos casos en que la ley autorice otra forma de expedición; 

V. Estar fundado y motivado; 

VI.- (Se deroga). Fracción derogada DOF 24-12-1996 

                                                           
14 Nueva Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 de agosto de 1994. 
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VII. Ser expedido sujetándose a las disposiciones relativas al procedimiento 
administrativo previstas en esta Ley; 

VIII. Ser expedido sin que medie error sobre el objeto, causa o motivo, o sobre 
el fin del acto; 

IX. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión; 

X. Mencionar el órgano del cual emana; 

XI.- (Se deroga). Fracción derogada DOF 24-12-1996 

XII. Ser expedido sin que medie error respecto a la referencia específica de 
identificación del expediente, documentos o nombre completo de las personas; 

XIII. Ser expedido señalando lugar y fecha de emisión; 

XIV. Tratándose de actos administrativos deban notificarse deberá hacerse 
mención de la oficina en que se encuentra y puede ser consultado el expediente 
respectivo; 

XV. Tratándose de actos administrativos recurribles deberá hacerse mención 
de los recursos que procedan, y 

XVI. Ser expedido decidiendo expresamente todos los puntos propuestos por 
las partes o establecidos por la ley15.  

Chile.  

Con la Ley Nº 19.880 se regula todo lo referente al acto administrativo 

manifestando que los actos administrativos son:  

Las decisiones formales que emitan los órganos de la Administración del 
Estado en las cuales se contienen declaraciones de voluntad, realizadas en el 
ejercicio de una potestad pública. Los actos administrativos tomarán la 
forma de Decretos Supremos y Resoluciones. Los actos administrativos 
gozan de una presunción de legalidad, de imperio y exigibilidad frente a sus 
destinatarios, desde su entrada en 3 vigencias, autorizando su ejecución de 
oficio por la autoridad administrativa, salvo que mediare una orden de 
suspensión dispuesta por la autoridad administrativa dentro del procedimiento 

                                                           
15 Disponible en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/112.pdf. Contiene la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo completa. 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/112.pdf
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impugnatorio o por el juez, conociendo por la vía jurisdiccional16. Negrilla fuera 
del texto original. 

Argentina  

El caso argentino encontramos la Ley 19.54917 mediante la cual se presenta los 

requisitos esenciales de todo acto administrativo, así: 

ARTICULO 7. Son requisitos esenciales del acto administrativo los siguientes: 

1. Competencia. 

Ser dictado por autoridad competente. 

2. Causa. 

Deberá sustentarse en los hechos y antecedentes que le sirvan de causa y en 
el derecho aplicable. 

3. Objeto. 

El objeto debe ser cierto y física y jurídicamente posible debe decidir todas las 
peticiones formuladas, pero puede involucrar otras no propuestas, previa 
audiencia del interesado y siempre que ello no afecte derechos adquiridos. 

4. Procedimientos. 

Antes de su emisión deben cumplirse los procedimientos esenciales y 
sustanciales previstos y los que resulten implícitos del ordenamiento jurídico. 
Sin perjuicio de lo que establezcan otras normas especiales, considerase 
también esencial el dictamen proveniente de los servicios permanentes de 
asesoramiento jurídico cuando el acto pudiere afectar derechos subjetivos e 
intereses legítimos. 

5. Motivación. 

Deberá ser motivado, expresándose en forma concreta las razones que 
inducen a emitir el acto, consignando, además, los recaudos indicados en el 
inciso b) del presente artículo. 

                                                           
16 Para más información consulte: http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=210676. En la cual, se encuentra 
toda la información acerca de la Ley Nº 19.880, Chile. 
17 Para más información consulte: http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/20000-
24999/22363/texact.htm. En el cual, se encuentra toda la información acerca de la Ley 19.549, Argentina. 

http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=210676
http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/20000-24999/22363/texact.htm
http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/20000-24999/22363/texact.htm
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6. Finalidad. 

Habrá de cumplirse con la finalidad que resulte de las normas que otorgan las 
facultades pertinentes del órgano emisor, sin poder perseguir encubiertamente 
otros fines, públicos o privados, distintos de los que justifican el acto, su causa 
y objeto. Las medidas que el acto involucre deben ser proporcionalmente 
adecuadas a aquella finalidad. 

Elementos del acto administrativo18  

La misma doctrina nos brinda una variedad de concepciones sobre los elementos 

que integran el acto administrativo, sin embargo, en esencia son similares. De 

esta manera encontramos los siguientes: 

Sujeto: siempre es el órgano de la administración pública (Calafell, 1995, 
p.126), desde una concepción más estricta hace referencia a la potestad de 
dictarlos, con el órgano que lo dicta, con su competencia y con las potestades 
en virtud de las cuales dicta el acto (Quadra-salcedo, 2012, p. 21) 

Objeto: consistente en los efectos que quiere producir ese acto jurídico o 
también podíamos considerarlo como el contenido del mismo. 

Fin: tiene que ser visto desde un sentido teleológico como la misma doctrina 
nos lo manifiesta en primer lugar cumplir con algún mandato legislativo, pero 
siempre debe ser en camino al interés general. 

Forma: Es la manifestación material en donde se plasma objetivamente el acto 
administrativo (Calafell, 1995, p. 135). 

 

Presupuestos de los actos administrativos 

Con la ayuda de la jurisprudencia del Consejo de Estado como juez natural de la 

administración podemos establecer cuáles son los requisitos para que dichos actos 

existan, sean válidos y eficaces19:  

                                                           
18 (…) presupone explicar las condiciones de su legitimidad, y con ello, los posibles vicios que los pueden afectar 
(…). Gordillo, A. (2007). Tratado de derecho administrativo: el acto administrativo (Vol. 3).  
19ACTO ADMINISTRATIVO - Presupuestos de existencia Los presupuestos de existencia son aquellas 

exigencias sin las cuales el acto no se configura como tal y por ende no surge a la vida jurídica(Consejo de 
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Presupuestos de validez: Los presupuestos de validez son aquellas 

condiciones de un acto existente que determinan que sea valorado 

positivamente por encontrarse ajustado al ordenamiento o, con otras 

palabras, que si el acto es sometido a un juicio de validez no permiten 

que le sobrevenga una valoración negativa (Consejo de Estado, Sala de 

lo Contencioso de Administrativo, Subsección C, Radicado 23358, 

2012). 

Presupuestos de eficacia: Los presupuestos de eficacia final son 

aquellos requisitos indispensables para que el acto existente y válido 

produzca finalmente los efectos que estaría llamado a producir (Consejo 

de Estado, Sala de lo Contencioso de Administrativo, Subsección C, 

Radicado 23358, 2012). 

III. EFICACIA Y VALIDEZ20 DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS  

Es importante tener en cuenta que cuando nos refreímos a la eficacia de todo acto 

no basta simplemente con la existencia formal y su exigencia, sino que con el 

objetivo de que cumplan las funciones para las cuales fue creado el Derecho 

(Ramírez, Aristizabal, Martínez & Muñoz, 2011, p. 30), en este sentido, Colombia 

en referencia a la existencia de los actos administrativos, su eficacia y validez, está 

ligada a lo que indican la ley y las altas cortes; pues este tema ha obtenido por parte 

de la jurisprudencia un amplio contenido teórico a partir del estudio de casos en los 

que se desconocen derechos fundamentales o el debido proceso, por ello es 

importante resaltar lo que indica frente a estos conceptos La Corte Constitucional: 

La eficacia del acto administrativo se debe pues entender encaminada a 

producir efectos jurídicos. De lo anterior se colige que la eficacia del acto 

comporta elementos de hecho, pues una decisión administrativa 

adoptada de conformidad con el ordenamiento jurídico superior, cobijada 

                                                           
Estado, Sala de lo Contencioso de Administrativo, Subsección C, Radicado 23358, 2012). 
20La validez de un acto jurídico se refiere a las condiciones o requisitos que dicho acto ha de cumplir para existir 
jurídicamente. En el caso de los actos administrativos, la validez se circunscribe a los requisitos que debe 
contener un acto administrativo para que el Ordenamiento jurídico lo reconozca como tal. Es decir, ¿cuáles son 
los requisitos que el Derecho Administrativo exige para que un acto administrativo esté válidamente 
confeccionado, exista jurídicamente en el universo de las manifestaciones de voluntad de la Administración 
pública con capacidad de crear, modificar o extinguir relaciones jurídico-administrativas (Rodríguez & Sedín, 
2009, p.17 ) 
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por presunción de constitucionalidad y de legalidad, puede constituir un 

acto administrativo perfecto pero ineficaz. Así mismo, una decisión 

viciada de nulidad por no cumplir con todos los requisitos establecidos 

por el ordenamiento jurídico superior, puede llegar a producir efectos por 

no haber sido atacada oportunamente (Corte Constitucional, Sentencia 

C – 069, 1995). 

De lo anterior se evidencia que aun cuando exista un acto administrativo, que cuente 

con todos los elementos para su elaboración, estando dentro del marco de la 

legalidad donde la misma Constitución y la ley le ha otorgado a éste la posibilidad 

de no tener ningún vicio por cuenta de este principio y de esta manera produzca los 

efectos jurídicos correspondientes para su plena validez, por estas razones se 

puede deducir que si no cumple con todos los requisitos, como es el de la 

notificación, podríamos estar frente a un caso de un acto perfecto pero ineficaz, 

pues no tendría efectos jurídicos. 

Claro está que en aquellos actos administrativos de carácter particular uno de los 

requisitos para poder obtener todos su atributos es indispensable que concurra la 

notificación del beneficiado de dicho acto y de ahí nacen todos los efectos jurídicos 

intrínsecos a este, su firmeza, ejecutoria, caducidad y por supuesto permitir con ello 

que se pude desarrollar los recursos correspondientes en sede administrativa, 

incluso si es el caso acceder a la jurisdicción contencioso administrativa, tan es así 

que la naturaleza de los actos administrativos de carácter particular se deben entrar 

a estudiar y de ahí partir para saber cuándo tiene efectos, si se notifica y como 

contar los términos del mismo para que no se realicen actuaciones arbitrarias que, 

indiscutiblemente terminan en demandas administrativas las cuales desangran al 

Estado por las cuantiosas sanciones consecuencia de un actuar en contra de los 

preceptos legales y la Constitución.  

Desde una óptica lógica, para que exista una controversia entre el particular y la 

administración o una impugnación a una decisión de esta, tiene necesariamente 

que existir en primer lugar un acto administrativo que sea proferido con todas su 
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implicaciones, para poder por supuesto ser controvertido, así las cosas en estricto 

sensu los recursos prosperan y son interpuestos cuando ha existido un acto 

administrativo el cual ha sido notificado previamente, cosa que se presenta en los 

acto administrativos que conceden la pensión a los docentes.  

La notificación21 y la eficacia de los actos administrativos.  

Etimológicamente, proviene del latín notificare, derivado, a su vez, de notus, que 

significa “conocido”, y de facere, que quiere decir “hacer”, comunicarle formalmente 

a su destinatario una resolución administrativa o judicial (Diccionario de Real 

Academia, 2012), jurídicamente la notificación es el acto mediante el cual se pone 

en conocimiento de los sujetos procesales el contenido de las providencias que se 

produzcan dentro del proceso22, para este estudio podemos acotar que:  

Un acto administrativo válido puede ser o no eficaz, dependiendo de las 
condiciones de eficacia que se regulen en los ordenamientos. Por ejemplo, cuando 
se haya dictado un acto válidamente, pero no se haya surtido la notificación del 
mismo mediante la utilización de los mecanismos legales para ello. Por lo tanto, 
el acto será válido pero no eficaz. Contrario sensu, el acto puede ser tachado de 
inválido por no estar acorde con el ordenamiento jurídico, pero puede llegar a 
producir efectos a terceros a partir de la notificación. Por lo tanto, será un acto 
eficaz, pero inválido a partir de la declaración judicial que ordene su nulidad 
(Sánchez, 2004, p. 100). 

De la anterior posición, podemos sustraer que intrínsecamente hay diferencias en 

cuanto a las formalidades y al cumplimiento de un acto, pues se aduce que es un 

acto perfecto aquel que recae sobre las formalidades para que se produzca en tanto 

a que el acto eficaz contiene sus formalidades de tipo procedimental para que 

                                                           
21 f. Der. Documento en que consta la resolución comunicada. Disponible en: 
http://lema.rae.es/drae/srv/search?key=notificaci%C3%B3n. 
22 Véase par a mayor información que la notificación es el acto mediante el cual se pone en conocimiento de 
los sujetos procesales el contenido de las providencias que se produzcan dentro del proceso, y tiene como 
finalidad garantizar los derechos de defensa y de contradicción como nociones integrantes del concepto de 
debido proceso. De esta forma, la notificación cumple dentro de cualquier proceso judicial un doble propósito: 
de un lado, garantiza el debido proceso permitiendo la posibilidad de ejercer los derechos de defensa y de 
contradicción, y de otro, asegura los principios superiores de celeridad y eficacia de la función judicial al 
establecer el momento en que empiezan a correr los términos procesales (Consejo de Estado, Sentencia del 
25 de noviembre, 2014). 
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produzca efectos a terceros así un acto pude ser perfecto y no eficaz o eficaz y no 

perfecto porque no siempre cumple las dos condiciones y seguirá sigue siendo 

válido, mas no ocurre cuando el acto carece de formalidades y se notifica 

estaríamos en frente de una causal de nulidad. 

El caso que nos ocupa, es lo que sucede diariamente en cuanto los actos que 

conceden el derecho a la pensión a docentes cumpliendo los requisitos formales y 

aunque éstos no se encuentren notificados seguirán siendo válidos así su eficacia 

esta puesta en tela de juicio por la no existencia de la notificación. 

Sin embargo, desde el punto de vista doctrinal se hace necesario indicar que los 

aspectos de existencia y validez están ligados y son una unidad pues la primera 

radica en la declaración positiva de voluntad de la administración y que recae en la 

órbita jurídica pertinente y de esta manera nace la eficacia tal y como lo indica la 

Corte Constitucional: 

La existencia del Acto Administrativo está ligada al momento en que la voluntad 
de la administración se manifiesta a través de una decisión. El Acto 
Administrativo existe, tal como lo señala la doctrina, desde el momento en que 
es producido por la administración, y en sí mismo lleva envuelta la prerrogativa 
de producir efectos jurídicos, es decir, de ser eficaz. De igual manera la 
existencia del acto administrativo está ligada a su vigencia, la cual se da por 
regla general desde el momento mismo de su expedición, condicionada, claro 
esencial. La validez supone en el acto la concurrencia de las condiciones está, 
a la publicación o notificación del acto, según sea de carácter general o 
individual (Corte Constitucional, Sentencia C – 069, 1995). 

En referencia al objeto de estudio de la presente investigación, el efecto de las 

notificaciones sobre los actos administrativos de carácter particular, en donde la 

norma es clara e indica que si estos actos afectan derechos e intereses particulares 

como en el caso del que concede las pensiones a los Docentes en Colombia y la 

notificación, sería la condición de eficacia del acto, por ende, su validez estaría 

plenamente dada con su promulgación, mientras que su eficacia no se daría a falta 

de la notificación.  
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Por ello, y para que surta efectos, el Acto Administrativo hace necesario indicar que 

el actual Código de Procedimiento y de lo Contencioso Administrativo23 señala en 

su artículo 67 indica lo siguiente:  

Artículo 67. Notificación personal. Las decisiones que pongan término a una 
actuación administrativa se notificarán personalmente al interesado, a su 
representante o apoderado, o a la persona debidamente autorizada por el 
interesado para notificarse. 

En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, 
auténtica y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, 
los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben 
interponerse y los plazos para hacerlo. 

El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos invalidará la notificación. 

La notificación personal para dar cumplimiento a todas las diligencias previstas 
en el inciso anterior también podrá efectuarse mediante una cualquiera de las 
siguientes modalidades: 

1. Por medio electrónico. Procederá siempre y cuando el interesado acepte ser 
notificado de esta manera. 

La administración podrá establecer este tipo de notificación para determinados 
actos administrativos de carácter masivo que tengan origen en convocatorias 
públicas. En la reglamentación de la convocatoria impartirá a los interesados 
las instrucciones pertinentes, y establecerá modalidades alternativas de 
notificación personal para quienes no cuenten con acceso al medio electrónico. 

2. En estrados. Toda decisión que se adopte en audiencia pública será 
notificada verbalmente en estrados, debiéndose dejar precisa constancia de las 
decisiones adoptadas y de la circunstancia de que dichas decisiones quedaron 
notificadas. A partir del día siguiente a la notificación se contarán los términos 
para la interposición de recursos. 

Nótese como la necesidad de la notificación es un requisito necesario para que el 

acto cumpla todos sus requisitos y no solo elementos, estas concepciones tomadas 

en general de las legislaciones que actúan impartiendo sus decisiones los 

administrados mediante la expedición de los actos en mención.  

                                                           
23 Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
Disponible en: http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=41249. 
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Es tanto así, que no solo en Colombia es contemplada la notificación como un 

aspecto esencial para que los actos administrativos pueda surtir todos sus efectos 

de la doctrina extranjera podemos traer a colación que: 

Son formas de publicidad la publicación y la notificación. La publicación es 
aplicable a los reglamentos, mientras que la notificación lo es a los actos 
administrativos. El acto que no ha sido notificado no produce efectos jurídicos 
inmediatos. No es Acto Administrativo en el concepto que hemos señalado. Por 
lo tanto la notificación es elemento del acto, forma parte de él. El Acto 
Administrativo carece de eficacia mientras no sea notificado al interesad 
(Dromi, 2004, p. 378). 

Con todo esto, se evidencia la universalidad que tiene la notificación como elemento 

constituyente de la eficacia de los actos administrativos, por lo cual sin este requisito 

de notificación los efectos de dichos actos serian de plano ineficaces, puesto que, 

la eficacia, consiste en la producción de efectos del acto administrativo en la 

publicación del acto a sus destinatarios para que surta efectos respecto de ellos. La 

eficacia del acto administrativo se debe pues entender encaminada a producir 

efectos jurídicos (Sánchez, 2004, p. 99). 

Dado que el acto administrativo tiene que estar adecuado a las normas vigentes y 

al ordenamiento jurídico Colombiano dentro de las directrices de la carta magna, 

junto con los principios de constitucionalidad y legalidad consolidadnos como un 

acto perfecto una vez surtidos todos estos presupuestos destacándose de ello su 

plena valides, sin embargo hay circunstancias en las culés la efectividad de los 

mismo no se presenta, como la misma doctrina lo manifiesta: los Actos 

Administrativos se entienden válidos cuando han concurrido a su formación los 

elementos esenciales que les señalen las normas jurídicas a que deben sujetarse, 

preestablecidos como condición sine qua non para su existencia. (Solano, 1997, p. 

139)24. 

                                                           
24 Para complementar tenga sé en cuenta que, al hablarse de validez en los Actos Administrativos se hace 
referencia a la conformidad y adecuación que dichos documentos deben guardar en relación con el 
ordenamiento jurídico superior; es decir, el acto administrativo cumple durante toda su vigencia con los 
preceptos superiores impuestos por el bloque de legalidad. Por el principio de validez, la norma se hace 
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Se hace necesario entender que son principios constitucionales no solo el de la 

validez y el de legalidad sino el del debido proceso consagrado en la Constitución 

Política en su artículo 29 garantizando la defensa de las personas a las que las 

decisiones administrativas los afectan son pilares para la consecución de los actos 

administrativos de carácter particular pues estos modifican una situación jurídica en 

la persona a la que le afecta. 

Dado que si existen los principios ya mencionados y respaldados por nuestro 

ordenamiento tales como presunción de legalidad, legitimidad publicidad y firmeza 

en el acto éste adquiere la utilidad y función para lo que fue creado y convirtiéndose 

en eficaz; tal es así que la doctrina nos indica: 

La eficacia es la aptitud que adquiere el Acto Administrativo para que legitime 
toda actividad formal o práctica, sea por parte de quien lo expidió o del 
interesado o beneficiado por él, para su cumplimiento. Esa aptitud resulta de 
una serie de condiciones o supuestos inherentes y posteriores a su nacimiento, 
tales como la presunción de legalidad o de legitimidad, la publicidad y la firmeza 
del mismo. En virtud de tales requisitos el acto administrativo adquiere toda su 
potencialidad y capacidad de servir o cumplir las distintas facetas de su utilidad 
y función dentro del quehacer del Estado, de su carácter de medio para la 
realización de los cometidos del Estado (Guerrero, 2009, p. 133). 

Por todo lo anterior, se debe conocer los conceptos de los doctrinantes, de la ley de 

la constitución y de esta manera ver los puntos de vista y lineamientos que permiten 

abordar el tema de la notificación de los actos administrativos de carácter particular, 

partiendo de las premisas de que los actos de la autoridad administrativa deben 

respetar los principios de legalidad y publicidad así como el debido proceso dado 

que esta es la forma idónea o pertinente para hacer efectiva la publicidad de los 

actos administrativos particulares reglados procurando así no incurrir en los errores 

administrativos que traen como consecuencia la afectación delos derechos de 

                                                           
obligatoria y la Administración debe aplicarla para contar con un acto administrativo que se encuentre conforme 
a las normas positivas, pues, de no ser así, el acto administrativo se encontraría desde su nacimiento viciado 
de nulidad en relación con su legalidad (Pérez, 2013, p. 48). 
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personas que pueden ver afectadas por los actos administrativos de carácter 

particular. 

La Constitución ha buscado garantizar el derecho a la defensa y no solo éste sino 

el asegurarse de quien es afectado por una decisión tomada por la administración 

este en total conocimiento de la misma, dándole poder a la notificación como el 

hecho del conocimiento formal del administrado frente a las decisiones de la 

administración teniendo por fundamento la garantía del derecho a la defensa siendo 

este el aspecto esencial del debido proceso exigible en todas las actuaciones 

administrativas tal y como lo impone la Constitución Política de Colombia en el 

artículo 29.  

Ahora bien, podemos decir que el acto administrativo siendo la expresión de 

voluntad de la administración para generar efectos jurídicos debería desde su 

creación estar soportado y creado por personas idóneas y con conocimiento de lo 

que implica el que la administración cree mediante estas actuaciones una serie de 

efectos que sin duda nacen a la vida jurídica siempre y cuando cumplan los 

requisitos que la ley impone para ello. 

Así las cosas, es tan importante que se genere una notificación en debida forma 

asegurando a la persona a quien le concierne una determinación con una fecha 

cierta la trasmisión de la respectiva información asegurando que el afectado puede 

hacer uso de los mecanismos que la ley le da para salvaguardar sus intereses, 

preservando la continuidad de cualquier trámite en el entendido que al realizar una 

notificación se empieza a contar términos para que la ley y las personas agoten los 

correspondientes procedimientos en sede administrativa o muevan el aparato 

jurisdiccional si es que lo desean, siendo una base de seguridad en la que ni la 

administración ni los jueces pueden actuar a espaldas de los interesados ni fundar 

sus decisiones sobre la base de la ignorancia de quien en ultimas es el interesado 

y quien va afectarse por las decisiones tomadas por la administración.  
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Como es debido, no podemos dejar de lado una realidad en cuanto a la 

descentralización de funciones propias de la administración del orden Nacional, 

Territorial o Municipal ésta se ha puesto en manos de personas imperitas en cuanto 

al conocimiento de la ley, realizado así la proyección de actos administrativos que 

más adelante se convertirán en creadores de situaciones jurídicas y por ende de 

obligaciones propias de la administración y de los involucrados como tal en las que 

se toman decisiones y se extralimita la función pública hasta llegar a un punto de no 

darle a conocer al interesado las decisiones que se toman en su contra o favor. 

Tal es así, que el principio dela publicidad es tan limitado en cuanto a que para el 

caso de los particulares se da mediante la notificación existiendo casos más 

exactamente en los docentes que han solicitado su pensión de jubilación o invalidez 

y estos en el transcurso de la solicitud han fallecido, sin embargo la administración 

sigue adelante con el reconocimiento de una prestación a una persona que por 

obvias razones no se ha podido notificar y solo se evidencia que el acto 

administrativo está inmerso en una de las causales de nulidad por falta de requisitos 

esenciales al momento del pago de la prestación.  

Lo anterior, es el diario vivir del régimen pensional docente, al cual se le reconocen 

prestaciones, se les notifican actuaciones solicitando estos recursos sin que sean 

notificados de las decisiones tomadas mediante los recursos interpuestos y 

agregando anomalías y nulidades de actos que nacen a la vida jurídica por así 

decirlo realizado por personas con la falta de experiencia y conocimiento de los 

mismos funcionarios que los expiden, Siendo esta una de las causas más altas en 

cuanto a la generación de demandas millonarias en contra del Estado por la mala 

interpretación o no aplicación de la ley como se exige en el ordenamiento jurídico 

Colombiano. 

Atentando directamente en contra de los derechos fundamentales de la defesa y la 

contradicción, en la noción del debido proceso de una persona que ha laborado toda 

la vida y desea su pensión de jubilación o familiares que tienen el derecho a sustituir 
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la prestación, dado que si existe una deficiente regulación en cuanto a la notificación 

en cualquiera de los actos que los afecten ya sea el que le genere el derecho a la 

pensión o aquel que aclare, modifique o revoque alguna actuación administrativa en 

cuanto a prestaciones sociales impidiendo que estos actos administrativos cobren 

firmeza como lo cual no solo se ve afectada la celeridad y la eficacia de la función 

pública sino los derechos propios del docente.  

Finalmente, y para concluir, de demostró que el procedimiento administrativo que 

conlleva a la creación de los actos administrativos, cumple la funcionalidad de ser 

actos independientes pero concertados, que tienen la finalidad de una decisión 

administrativa, siendo su objetivo el interés particular. En este caso, tienen que estar 

sobre la base del debido proceso desde los que dan inicio, trámite y ponen fin a la 

actuación administrativa, junto con los que resuelven los recursos, garantizando así, 

que todos tengan principios constitucionales, que para el caso, que nos ocupa sería 

el de publicidad y contradicción permitiendo que el debido proceso se lleve a cabo 

acorde al ordenamiento Jurídico Colombiano. 

La concepción de un Estado Social de Derecho se encaja perfectamente en que los 

administrados se encuentran protegidos no solo por un ordenamiento jurídico el cual 

bajo la normatividad aplicable descentraliza las funciones para que los fines 

consagrados en la Constitución Política permitan que se ejerza su poder soberano 

y de esta manera asegurar a los integrantes de un país como Colombia derechos 

como la igualdad, la justicia que hacen que exista una seguridad jurídica para todos 

los integrantes de nuestro país, como indica Constitución Política, son fines del 

Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general, garantizar la 

efectividad de los principios, derechos y deberes (artículo 2). 

Bajo la premisa que el Estado al que pertenecemos tiene tantos matices como 

culturas que se encuentran albergados en una sola unidad, por ende el actuar de la 

administración debe acomodarse a realidades tan palpables como el narcotráfico, 

la guerrilla, el conflicto armado, la corrupción siendo estos los panoramas sin lugar 
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a dudas en el que el servidor público se mueve y que se convierten en su diario vivir, 

aspectos que, por así decirlo son relevantes a la hora de la toma de decisiones 

administrativas. 

Ahora bien, si vemos nuestro país se caracteriza por el clientelismo, mal que aqueja 

desde los estratos más altos a los más bajos siendo principal desde el punto de 

vista del caso que nos ocupa frente a la toma de decisiones que afecten y 

modifiquen la esfera particular de un individuo que de una u otra manera tendrá que 

ver con la administración de forma directa y que no siempre son las deseadas. 

Así las cosas encontramos funcionarios que son altamente competentes, 

preparados y que van a la vanguardia y se acomodan a los cambios que la ley en 

el tiempo les ofrece y la toma de decisiones que hacen hito y crean derechos, por 

otro lado o viendo la otra cara de la moneda aquellos funcionarios poco capacitados, 

imperitos o calificados que no tiene la experiencia para un cargo en el que la toma 

de decisiones afecta no solo a la persona que realiza una función con respaldo de 

la administración sino al ciudadano común y corriente.  

Vemos como día a día los cargos de libre nombramiento y remoción son a 

discrecionalidad de aquella persona que por elección popular, el pueblo en su 

ejercicio de la soberanía y democracia le entrega el poder y que por ende tiene la 

potestad de elegir su gabinete personal, escogiendo a personas que estén o no 

capacitadas y que empiezan a ejercer su cargo y con ello a reflejar su actuar 

administrativo en las consecuencias que trae la relación de su trabajo con la 

elaboración de los actos administrativos. 

Como es de conocimiento general el Estado no es un convidado de piedra en la 

relación jurídico procesal que crea cuando por causa de sus decisiones 

administrativas involucra al particular dado lo anterior ha creado circunstancias de 

protección o blindaje por así decirlo frente a las decisiones que se tomen y que 

afecten las relaciones ESTADO– CIUDADANO–PERSONA, en las que la 
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instauración de medidas sancionatorias hace que se merme en cierta manera el 

fenómeno de la mala decisión, por lo que vincula directamente a aquellos 

funcionarios con responsabilidades sancionadoras o reparadoras, naciendo así el 

fenómeno de evitar una sanción utilizando el menor riesgo posible por ende el 

funcionario que actúa lo hace bajo la premisa de que no va correr riesgos 

innecesarios, dejando todo en manos de los jueces que en últimas son los que de 

una u otra manera terminan gobernando, bajo una preocupación igual en donde se 

busca el equilibrio entre hasta donde llegan los derechos de los ciudadanos versus 

las obligaciones de los servidores públicos. 

Tan es así que el servidor público solo está obligado a hacer lo que sus funciones 

le indiquen bajo el amparo de las normas que para las decisiones administrativas 

se encaje un acto administrativo.  

Ahora bien existe una situación encontrada frente a la retroactividad de la ley y a 

cómo aplicarla en cuanto al ejercer la administración, dado que si vemos es claro 

que la norma de normas para nuestro país nace a partir de 1991, precedida por la 

constitución de 1886 y si vemos en retrospectiva las normas que conceden las 

pensiones a docentes en Colombia contextualizando son de mucho antes que la 

nueva constitución naciera, con excepción de Ley 100 de 1993 y la 797 de 2002, 

por lo que choca la normatividad y la supremacía de los derechos elevados a rango 

constitucional como lo son el de publicidad, debido proceso.  

Viene al caso el contenido de aquellas leyes que conceden por medio de un acto 

administrativo la pensión a un docente, y sin ir más lejos la ley que regula la pensión 

Post Morten 18 años, la cual es para los docentes que laboraron durante 18 años y 

que fallecen sin haber podido pensionarse por no tener la edad para ello, sin 

embargo esta prestación se concede por 5 años a esposa e hijos menores de edad, 

aunque la jurisprudencia ha modificado en cierta manera dicha ley que data de 

1972, la administración concede la pensión solo por 5 años obligando a los 

beneficiarios a demandar para que sean amparados sus derechos y sea cambiada 
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esta prestación de manera vitalicia o sea concedida a compañeras o compañeros 

permanentes o aquellos hijos mayores de edad, menores de 25 años y que sean 

estudiantes, los cuales reclamar su derecho a la igualdad, amparados en la norma 

de normas.  

Así las cosas nos encontramos en un Estado con desigualdad de armas que en 

cierta manera puede abusar de derechos que el ciudadano tiene desconociéndolos 

puesto que si se analiza las decisiones administrativas son tan complejas en su 

parte considerativa como en su parte resolutiva, dado que son hechas por abogados 

en la mayoría de los casos sin que sean necesariamente dirigidas a abogados, por 

el contrario se dirigen al ciudadano del corriente que no entiende terminología 

jurídica y en la que le crean, extinguen o modifican derechos y no necesariamente 

son explicados de manera cotidiana las situaciones a las que se va enfrentar. 

Por ejemplo la imposición de recursos, el tiempo y la ejecutoria de los actos 

administrativos esto dentro del contexto de una persona que no lo entienda tiende 

a ser difícil y porque no violador de derechos, tanto así que el tiempo para interponer 

recurso en la nueva norma toma solo diez días para controvertir las decisiones de 

la administración en los cuales un ciudadano común no tiene la capacidad de 

recurrir o apelar la decisión sin tener en cuenta que es la única oportunidad para 

acceder y agotar la vía gubernativa antes de que su acto quede en firme y tenga 

que hacer evidente su inconformidad por medio de una demanda. 

Tal pareciera encuadrarse en la teoría de David y Goliat, donde David siendo el 

individuo y Goliat siendo el Estado terminan en una situación en la que sale ganando 

siempre el más pequeño por ser este el que se ve afectado directamente con un 

gigante como lo es nuestro Estado Colombiano, quien en ultimas para no vulnerar 

más los derechos del solicitante termina no solo por acceder a las pretensiones del 

afectado sino que además indemniza por el perjuicio causado y el tiempo que duro 

sin el reconocimiento de un derecho que a la luz de la norma tenía desde comienzo 

de su solicitud. 
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